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Asunto:

 
RECIENTE NORMATIVA 
 

Contenido:

 
Estimad@ asociad@:  
 
Desde la última circular se ha publicado distinta normativa, siendo la más destacada la referida 
a continuación:  
 

 Real Decreto-ley 16/2021, de 3 de agosto, por el que se adoptan medidas de 
protección social para hacer frente a situaciones de vulnerabilidad social y 
económica. 
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2021-13259 

 
 Real Decreto 691/2021, de 3 de agosto, por el que se regulan las subvenciones a 

otorgar a actuaciones de rehabilitación energética en edificios existentes, en 
ejecución del Programa de rehabilitación energética para edificios existentes en 
municipios de reto demográfico (Programa PREE 5000), incluido en el Programa 
de regeneración y reto demográfico del Plan de rehabilitación y regeneración 
urbana del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, así como su 
concesión directa a las comunidades autónomas. 
https://www.boe.es/boe/dias/2021/08/04/pdfs/BOE-A-2021-13268.pdf 
 

 Real Decreto 692/2021, de 3 de agosto, por el que se regula la concesión directa 
de ayudas para inversiones a proyectos singulares locales de energía limpia en 
municipios de reto demográfico (PROGRAMA DUS 5000), en el marco del 
Programa de Regeneración y Reto Demográfico del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia. 
https://www.boe.es/boe/dias/2021/08/04/pdfs/BOE-A-2021-13269.pdf 

 Orden TMA/957/2021, de 7 de septiembre, por la que se aprueban las bases 
reguladoras de la concesión de ayudas para la elaboración de proyectos piloto de 
planes de acción local de la Agenda Urbana Española y la convocatoria para la 
presentación de solicitudes para la obtención de las subvenciones por el 
procedimiento de concurrencia competitiva. 
https://www.boe.es/boe/dias/2021/09/13/pdfs/BOE-A-2021-14882.pdf 

 Real Decreto-ley 18/2021, de 28 de septiembre, de medidas urgentes para la 
protección del empleo, la recuperación económica y la mejora del mercado de 
trabajo 
https://www.boe.es/buscar/pdf/2021/BOE-A-2021-15768-consolidado.pdf 
 

 Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la que se configura el sistema de 
gestión del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 
https://www.boe.es/boe/dias/2021/09/30/pdfs/BOE-A-2021-15860.pdf 
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 ORDEN HFP/1031/2021, de 29 de septiembre, por la que se establece el 
procedimiento y formato de la información a proporcionar por las entidades del 
sector público estatal, autonómico y local para el seguimiento del cumplimiento 
de hitos y objetivos y de ejecución presupuestaria y contable de las medidas de 
los componentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 
https://www.boe.es/boe/dias/2021/09/30/pdfs/BOE-A-2021-15861.pdf 
 

A principios del mes de octubre se han dictado dos importantes Reales Decretos que 
referenciamos a continuación y, que serán objeto de un próximo estudio específico. 

 
 Real Decreto-ley 19/2021, de 5 de octubre, de medidas urgentes para impulsar la 

actividad de rehabilitación edificatoria en el contexto del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia. 
https://www.boe.es/buscar/pdf/2021/BOE-A-2021-16230-consolidado.pdf 

 Real Decreto 853/2021, de 5 de octubre, por el que se regulan los programas de 
ayuda en materia de rehabilitación residencial y vivienda social del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia. 
https://www.boe.es/buscar/pdf/2021/BOE-A-2021-16233-consolidado.pdf 

 
 
1. REAL DECRETO LEY 16/2021 DE 3 DE AGOSTO, POR EL QUE SE ADOPTAN 
MEDIDAS DE PROTECCIÓN SOCIAL PARA HACER FRENTE A SITUACIONES DE 
VULNERABILIDAD SOCIAL Y ECONÓMICA 

 
Aprobado en el Consejo de Ministros del 3 de agosto y, publicado en el BOE número 185, de 4 
de agosto, contiene las medidas de protección social  impulsadas en los últimos reales 
decretos-leyes sobre contratos de alquiler de vivienda y desahucios, aprobando la ampliación 
del llamado escudo social  hasta el 31 de octubre de 2021.  

1. Lucha contra la pobreza energética 

Con el fin de garantizar el suministro de agua, electricidad y gas natural, se mantienen las 
medidas de protección de los consumidores vulnerables, en línea con el marco efectivo 
desarrollado para identificar y reducir de forma estructural el fenómeno de la pobreza 
energética. 
 
Continúa en vigor temporalmente la definición ampliada de "consumidor vulnerable", a los 
efectos de la percepción del bono social de electricidad y la protección especial frente a la 
interrupción del suministro. 

2. Defensa del derecho a la vivienda 

En materia de vivienda, continúa la suspensión temporal de los procedimientos de 
desahucio y los lanzamientos para hogares sin alternativa habitacional. Además, se 
mantiene la posibilidad de solicitar la prórroga extraordinaria del plazo del contrato de 
arrendamiento por un periodo máximo de seis meses, durante los cuales se seguirán aplicando 
los términos y condiciones establecidos para el contrato en vigor. 
 
Por su parte, los arrendadores y titulares de viviendas afectados por esta suspensión 
extraordinaria podrán solicitar la compensación hasta el 30 de noviembre -modificándose 
también el Plan de Vivienda Estatal 2018-2021 para poder hacer frente a estas 
compensaciones-. 
 
Y se extiende también la posibilidad de que los arrendatarios que se encuentren en situación de 
vulnerabilidad soliciten la moratoria o condonación parcial de la renta cuando el arrendador sea 
una empresa o entidad pública de vivienda o un gran tenedor -persona física con más de diez 
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viviendas-. 
 
La ampliación hasta el 31 de octubre de 2021 de las medidas de protección que se 
aprobaron para aquellos hogares vulnerables que se enfrenten a procedimientos de 
desahucio de su vivienda habitual, con la acción coordinada de los órganos judiciales y de los 
servicios sociales competentes, incluidos aquellos hogares afectados por procedimientos de 
lanzamiento de su vivienda habitual, que no se deriven de contratos de arrendamiento, cuando 
existan personas dependientes, víctimas de violencia sobre la mujer o menores de edad a 
cargo. 
 
En este último supuesto, se establece la posibilidad de que el juez, previa valoración ponderada 
y proporcional del caso concreto, tenga la facultad de suspender el lanzamiento, cuando los 
propietarios de estos inmuebles sean personas físicas o jurídicas titulares de más de 10 
viviendas, solicitando informe a los servicios sociales competentes con objeto de que puedan 
valorar la situación de vulnerabilidad económica e identificar las medidas a aplicar para dar 
respuesta a dicha situación. En estos casos, siempre se tendrán en cuenta los casos que ya se 
regularon en los que la suspensión nunca podrá dictarse y son: 

 Cuando la vivienda sea la residencia habitual o segunda residencia del propietario. 
 Cuando se haya producido en un inmueble de propiedad de una persona física o 

jurídica que lo tenga cedido por cualquier título válido en derecho a una persona física 
que tuviere en él su domicilio habitual o segunda residencia debidamente acreditada. 

 Cuando la entrada o permanencia en el inmueble se haya producido mediando 
intimidación o violencia sobre las personas. 

 Cuando existan indicios racionales de que la vivienda se esté utilizando para la 
realización de actividades ilícitas. 

 Cuando se trate de inmuebles destinados a vivienda social y ya se hubiera asignado la 
vivienda a un solicitante. 

 Que la entrada en el inmueble se haya producido con posterioridad a la entrada en vigor 
del Real Decreto-ley. 

Igualmente, en caso de que no se ofrezca una solución habitacional en los tres meses 
siguientes desde la emisión del informe de los servicios sociales, los propietarios del inmueble 
tendrán derecho a solicitar una compensación siempre que se acredite el perjuicio económico 
ocasionado. 
 
La ampliación, hasta el 31 de octubre de 2021, del plazo para solicitar la moratoria o 
condonación parcial de la renta, cuando el arrendador sea un gran tenedor o entidad 
pública, en los términos establecidos en el referido Real Decreto-ley 11/2020. El objetivo es 
atender determinadas situaciones de vulnerabilidad que puedan producirse más allá del 9 de 
agosto. 
 
Es importante señalar que esta medida solo puede ser solicitada una vez durante todo el 
periodo en el que ha estado vigente esta medida. 
 
La extensión, también hasta el 31 de octubre de 2021, de los contratos de arrendamiento 
de vivienda que pueden acogerse a la prórroga extraordinaria de seis meses, en los 
mismos términos y condiciones del contrato en vigor, siempre que no se hubiese llegado a un 
acuerdo distinto entre las partes y que el propietario, persona física, no hubiese comunicado la 
necesidad de la vivienda para sí, en cumplimiento de los plazos y condiciones establecidos en el 
artículo 9.3 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos. 
Al igual que la medida anterior, solo puede ser solicitada una vez durante todo el periodo en el 
que ha estado vigente esta medida. 
 
Finalmente, se extiende el plazo durante el que los arrendadores y titulares de la vivienda 
afectados por la suspensión extraordinaria prevista en el citado Real Decreto-ley 11/2020, 
de 31 de marzo, podrán presentar la solicitud de compensación prevista en la disposición 
adicional segunda del Real Decreto-ley 37/2020, de 22 de diciembre, de medidas urgentes 
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para hacer frente a las situaciones de vulnerabilidad social y económica en el ámbito de la 
vivienda y en materia de transportes. 
 
Dicho plazo era de un mes desde la finalización de la vigencia de las medidas, con la ampliación 
hasta el 31 de octubre de 2021 prevista para estas medidas, el nuevo plazo hasta el que se 
podrá presentar dicha solicitud queda fijado en el 30 de noviembre de 2021. 
 
Estas medidas, que estaban vigentes hasta el 9 de agosto y se prorrogarán hasta el 31 de 
octubre, tienen carácter urgente y se complementan con el conjunto de medidas de carácter 
estructural que se están llevando a cabo para garantizar el ejercicio del derecho constitucional a 
una vivienda digna y adecuada. 

3. Protección frente a la violencia de género 

En cuanto a las medidas aplicadas en la lucha contra la violencia de género, persiste la 
consideración de servicios esenciales para la protección y asistencia a las víctimas. De este 
modo, las Administraciones Públicas competentes seguirán adoptando todas las medidas que 
resulten necesarias para garantizar la prestación, entre otros, del servicio de acogida, de 
información o de asesoramiento jurídico 24 horas a las víctimas de violencia género, con el 
apoyo al personal que presta servicios de asistencia social integral a las víctimas. 
 
 
2. REAL DECRETO LEY 691/2021 DE 3 DE AGOSTO, POR EL QUE SE REGULAN 
LAS SUBVENCIONES A OTORGAR A ACTUACIONES DE REHABILITACIÓN 
ENERGÉTICA EN EDIFICIOS EXISTENTES, EN EJECUCIÓN DEL PROGRAMA DE 
REHABILITACIÓN ENERGÉTICA PARA EDIFICIOS EXISTENTES EN MUNICIPIOS 
DE RETO DEMOGRÁFICO (PROGRAMA PREE 5000), INCLUIDO EN EL 
PROGRAMA DE REGENERACIÓN Y RETO DEMOGRÁFICO DEL PLAN DE 
REHABILITACIÓN Y REGENERACIÓN URBANA DEL PRTR, ASÍ COMO SU 
CONCESIÓN DIRECTA A LAS CC.AA.  
 
Publicado en el BOE número 185, de 4 de agosto, regula el programa de ayudas para 
actuaciones de rehabilitación energética en edificios existentes en municipios y núcleos 
de menos de 5.000 habitantes (Programa PREE 5.000), incluido en el Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia (PRTR). El Instituto para la Diversificación y el Ahorro de la 
Energía (IDAE) es el encargado de coordinarlo con las comunidades autónomas. 
 
El programa estará vigente hasta el 31 de diciembre de 2023 y cuenta con una dotación 
presupuestaria de 50 millones de euros, ampliables si hay disponibilidad presupuestaria para 
esta misma finalidad y siempre que no hubiera expirado el plazo de vigencia. 
 
El objetivo del programa PREE 5.000 es dar un impulso a la sostenibilidad de la edificación en 
los municipios y núcleos de menos de 5.000 habitantes en nuestro país, mediante 
actuaciones que van desde cambios en la envolvente térmica, hasta la sustitución de 
instalaciones de generación térmica con combustibles de origen fósil por generación 
térmica basada en fuentes renovables como la biomasa, la geotermia, la solar térmica o la 
bomba de calor y la incorporación de tecnologías de regulación y control, así como la 
mejora en la eficiencia energética en la iluminación. 

Los criterios de distribución de este presupuesto entre las comunidades autónomas son el 
número de municipios y núcleos de menos de 5.000 habitantes y su población en cada 
comunidad autónoma, ponderados al 50 % cada criterio. Las comunidades fueron informadas 
de este criterio en la Conferencia Sectorial de Energía del pasado 12 mayo de 2021. 

La concesión de las ayudas establecidas por este real decreto permite a las comunidades 
autónomas beneficiarias destinar los créditos correspondientes a los destinatarios últimos, así 
como ejecutar directamente las actividades objeto de las ayudas, con cargo a tales créditos y 
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previa reserva presupuestaria. 

Cada comunidad autónoma deberá aprobar y publicar una convocatoria de ayudas designando 
el órgano competente para instruir y resolver el procedimiento de concesión de las mismas y, en 
su caso, establecer la reserva de presupuesto correspondiente para realizar inversiones 
directas. 
 
Las actuaciones subvencionables son de tres tipos:  

 mejora de la envolvente térmica,  
 mejora de la eficiencia energética de las instalaciones térmicas y  
 mejora de las instalaciones de iluminación. 

 
Los edificios deben haber sido construidos antes de 2007 y tendrán que ahorrar un 30% de 
energía primaria no renovable, así como mejorar su calificación energética total en, al 
menos, una letra con respecto a la calificación inicial. 
 
Además, las actuaciones subvencionables serán en edificios completos con los siguientes 
usos:  

 edificios de vivienda unifamiliar,  
 edificios de tipología residencial colectiva de vivienda y  
 edificios de cualquier otro uso: administrativo, sanitario, docente, cultural, etc. 

No serán actuaciones subvencionables las realizadas en edificios de nueva construcción, las 
que supongan una ampliación que incremente superficie o volumen construido, ni las que 
conlleven un cambio de uso de edificio. 

Las cuantías de las ayudas base contempladas para actuaciones en edificios completos, serán 
las siguientes: 50% para la tipología de mejora de la envolvente; 40% para actuaciones en 
mejora de las instalaciones térmicas y 20% para mejoras de eficiencia energética en 
instalaciones de iluminación. 

Así mismo, tendrán derecho a una ayuda adicional por mejora de la eficiencia energética 
aquellas actuaciones que eleven la calificación energética del edificio para obtener una clase 
energética A o B, en la escala de CO2, o bien incrementen en dos letras la calificación 
energética de partida. 
 
Los destinatarios últimos del programa podrán ser: 

• Personas físicas o jurídicas de naturaleza privada o pública propietarias de edificios 
existentes destinados a cualquier uso. 

• Comunidades de propietarios o agrupaciones de comunidades de propietarios de edificios 
residenciales de uso vivienda. 

• Propietarios que, de forma agrupada, que reúnan los requisitos establecidos en el artículo 
396 del Código Civil y no hubiesen otorgado el título constitutivo de propiedad horizontal. 

• Empresas explotadoras, arrendatarias o concesionarias de edificios 
• Las empresas de servicios energéticos (ESEs), o proveedores de servicios energéticos. 
• Las entidades locales y el sector público institucional de las administraciones públicas. 
• Las comunidades de energías renovables y las comunidades ciudadanas de energía. 
• Ayuntamientos, las diputaciones provinciales o las entidades locales equivalentes y las 

mancomunidades o agrupaciones de municipios españoles, cabildos y consejos insulares, 
las administraciones de las comunidades autónomas, y cualesquiera organismos públicos 
y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las referidas 
administraciones públicas, que podrán actuar en representación de comunidades de 
propietarios u otros propietarios de edificios. 

Se concede especial atención a la concesión de ayudas para llevar a cabo actuaciones de 
rehabilitación en aquellos edificios que acogen a colectivos vulnerables y afectados por 
pobreza energética. 
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3. REAL DECRETO LEY 692/2021 DE 3 DE AGOSTO, POR EL QUE SE REGULA 
LA CONCESIÓN DIRECTA DE AYUDAS PARA INVERSIONES A PROYECTOS 
SINGULARES LOCALES DE ENERGÍA LIMPIA EN MUNICIPIOS DE RETO 
DEMOGRÁFICO (PROGRAMA DUS 5000), EN EL MARCO DEL PROGRAMA DE 
REGENERACIÓN Y RETO DEMOGRÁFICO DEL PRTR  
 
Publicado en el BOE número 185, de 4 de agosto se regula la concesión directa de ayudas para 
el desarrollo de proyectos singulares de energía limpia en municipios de reto 
demográfico (Programa DUS 5.000), gestionado por el Instituto para la Diversificación y el 
Ahorro de la Energía (IDAE) y enmarcado en los objetivos de la Componente 2, Inversión 4, del 
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (PRTR). 

El programa cuenta con un presupuesto inicial de 75 millones de euros procedentes de los 
fondos europeos, que podrá ser ampliado siempre que exista disponibilidad presupuestaria y 
hasta que expire su vigencia en noviembre de 2022. 

El objetivo del programa es incentivar la transición energética y el cambio hacia la movilidad 
sostenible de los pequeños municipios, que tienen más dificultades para acometer grandes 
inversiones, mediante proyectos singulares de energía limpia. Así, se subvencionarán 
proyectos de mejora de la eficiencia energética en edificios e infraestructuras públicas, 
de fomento de las inversiones verdes -en particular del autoconsumo-, o de 
infraestructuras de recarga e impulso del vehículo eléctrico, entre otros. 

El plan está dirigido a ayuntamientos, diputaciones, mancomunidades, consejos insulares, 
consejos comarcales, cabildos y otras entidades públicas con ámbito de actuación en municipios 
de hasta 5.000 habitantes y municipios no urbanos de hasta 20.000, en los que sus núcleos de 
población tengan hasta 5.000 habitantes, que presenten proyectos con una inversión mínima de 
40.000 euros. 

Las ayudas subvencionarán el 85% de la inversión y el 100% en el caso de que tengan la 
consideración de "proyectos integrales" por su significativo impacto en la transición energética 
en el municipio. Se podrán solicitar a partir de los tres meses de la publicación en el BOE del 
real decreto y durante un periodo de un año, a través de la sede electrónica de IDAE. 

4. ORDEN TMA/957/2021, DE 7 DE SEPTIEMBRE, POR LA QUE SE APRUEBAN 
LAS BASES REGULADORAS DE LA CONCESIÓN DE AYUDAS PARA LA 
ELABORACIÓN DE PROYECTOS PILOTO DE PLANES DE ACCIÓN LOCAL DE LA 
AGENDA URBANA ESPAÑOLA Y LA CONVOCATORIA PARA LA PRESENTACIÓN 
DE SOLICITUDES PARA LA OBTENCIÓN DE LAS SUBVENCIONES POR EL 
PROCEDIMIENTO DE CONCURRENCIA COMPETITIVA. 
 

Se trata de un Programa de ayudas para la elaboración de proyectos piloto de Planes de 
Acción Local de la Agenda Urbana Española, diseñado el marco del Plan de 
Recuperación, transformación y Resiliencia (PRTR). 

Estas ayudas se regulan en esta Orden TMA/957/2021, de 7 de septiembre, por la que 
se aprueban las bases reguladoras de la concesión de ayudas para la elaboración de 
proyectos piloto de Planes de Acción local de la Agenda Urbana Española y la 
convocatoria para la presentación de solicitudes para la obtención de las subvenciones 
por el procedimiento de concurrencia competitiva, publicada en el BOE de fecha 13 de 
septiembre. 

El plazo para la presentación de las solicitudes será de 30 días naturales a partir del día 
siguiente al de la publicación de la convocatoria. 

Los Planes de Acción local susceptibles de ser financiados por este Programa de ayudas 
deberán estar alineados con los Objetivos de la Agenda Urbana Española y ajustarse a la 
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metodología propuesta por  la misma. 

La documentación se presentará por vía electrónica en el portal de gestión de 
subvenciones de la Sede Electrónica del Ministerio. 

Más información: https://www.mitma.gob.es/ministerio/proyectos-singulares/prtr/vivienda-y-
agenda-urbana/programa_ayudas_proyecto_piloto_accion_local  

 
5. REAL DECRETO-LEY 18/2021, DE 28 DE SEPTIEMBRE, DE MEDIDAS 
URGENTES PARA LA PROTECCIÓN DEL EMPLEO, LA RECUPERACIÓN 
ECONÓMICA Y LA MEJORA DEL MERCADO DE TRABAJO 
 
A través de este Real Decreto se establece la prórroga y continuidad de las medidas socio-
laborales consecuencia de la situación pandémica desde la irrupción de la crisis sanitaria 
derivada del Covid 19, hasta el 28 de febrero de 2022. 
 
Destaca en la nueva norma la atribución de beneficios a las empresas que realicen 
acciones formativas en favor de las personas incluidas en ERTE, con la finalidad de mejorar 
sus competencias profesionales y  empleabilidad. Así, las acciones formativas llevarán 
asociadas mayores exenciones en la cotización de las empresas y un incremento de los créditos 
de que disponen las empresas para la financiación de la formación. 
 
 
6. ORDEN HFP/1030/2021, DE 29 DE SEPTIEMBRE, POR LA QUE SE CONFIGURA 
EL SISTEMA DE GESTIÓN DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y 
RESILIENCIA 
 
Publicada la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, en el BOE número 234, de 30 de 
septiembre, con entada en vigor  el 1 de octubre, por la que se configura el sistema de 
gestión del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 
 
A través de esta Orden, se concretan las directrices que garanticen el cumplimiento 
coordinado de los requerimientos establecidos por la normativa comunitaria para la ejecución 
del PRTR, tomando en consideración el contenido funcional asignado a la Secretaría General 
de Fondos Europeos, como Autoridad Responsable. 
 
La Orden recoge las medidas necesarias para lograr una serie de objetivos, como el diseño de 
mecanismos de planificación, coordinación y formación; una estructura de Informes de Gestión 
para formalizar los resultados de las actuaciones, así como formalizar las Declaraciones de 
Gestión ante la Comisión Europea con seguridad jurídica. La orden pretende integrar las 
actuaciones de gestión que correspondan a las Administraciones Públicas y, en su caso, los 
actores privados, y habilitar asimismo un sistema de información que haga posible el 
seguimiento del plan. 
 
Mediante esta norma se concreta la obligación de recabar, en un formato electrónico que 
permita realizar búsquedas y en una base de datos única, información identificativa 
relativa al perceptor final de los fondos, así como de los contratistas y subcontratistas. 
 
Debido a que el Plan comprende el periodo 2020-2026, podría ser necesario perfeccionar 
algunos aspectos que no forman parte de la Decisión de Ejecución del Consejo o Council 
Implementing Decision (CID), por lo que se prevén procedimientos de modificación con un 
alcance limitado a supuestos no esenciales, como sería la definición de proyectos o 
subproyectos y posibles novaciones en los criterios establecidos en relación con los principios 
de obligado cumplimiento. En todo caso, cambios orientados al adecuado cumplimiento de 
los compromisos asumidos. 
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1.- OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN 

• Objeto: la configuración y desarrollo de un Sistema de Gestión orientado a definir, 
planificar, ejecutar, seguir y controlar los proyectos y subproyectos en los que se 
descomponen las medidas (reformas/inversiones) previstas en los componentes del 
PRTR. 

• Aplicación: a las entidades que integran el sector público de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 2.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, y a cualesquiera otros agentes implicados en la ejecución del Plan 
de Recuperación, Transformación y Resiliencia como perceptores de fondos, 
estableciendo los procedimientos e instrumentos necesarios para asegurar la 
coordinación y seguimiento del mismo. 

2.- PRINCIPIOS DE GESTIÓN ESPECÍFICOS DEL PRTR 
 
Se adapta e incorpora al ámbito interno los criterios que vienen determinados por el 
planteamiento de la Comisión Europea, en relación con las distintas reformas e inversiones del 
Plan. Son principios o criterios específicos, de obligatoria consideración en la planificación y 
ejecución de los componentes del PRTR, y por lo tanto transversales en el conjunto del Plan, y 
atendiendo a las definiciones establecidas en los artículos 3 y siguientes de la Orden: 
 

a) Concepto de hito y objetivo, criterios para su seguimiento y acreditación del resultado. 
b) Etiquetado verde y etiquetado digital. 
c) Análisis de riesgo en relación con posibles impactos negativos significativos en el 
medioambiente, seguimiento y verificación de resultado sobre la evaluación inicial. 
d) Refuerzo de mecanismos para la prevención, detección y corrección del fraude la 
corrupción y los conflictos de interés. 
e) Compatibilidad del régimen de ayudas de Estado y prevención de la doble 
financiación. 
f) Identificación del perceptor final de los fondos, sea como beneficiario de las 
ayudas, o adjudicatario de un contrato o subcontratista. 
g) Comunicación. 

 
En la  Orden, se concreta el estándar mínimo a cumplir en cada uno de los principios citados 
en el apartado anterior, en relación con los hitos, objetivos, proyectos y subproyectos.  
 
En el anexo II se recogen diversos cuestionarios orientados a facilitar la autoevaluación del 
procedimiento aplicado por los órganos ejecutores del PRTR en relación con el adecuado 
cumplimiento de los principios establecidos. 
 
Los órganos responsables y gestores autoevaluarán sus procedimientos a la entrada en 
vigor de la presente Orden. Las autoevaluaciones deberán realizarse en el marco del 
desempeño de la función de control de gestión, y se practicarán, al menos, una vez cada año 
de vigencia del Plan. 
 
Las entidades decisoras y ejecutoras, como responsables últimos del control de la gestión, 
adoptarán, en el ámbito de sus respectivas competencias, las iniciativas necesarias con la 
finalidad de garantizar la adecuación de los procedimientos a las exigencias del apartado 4 del 
anexo I del Acuerdo de Financiación, sin perjuicio de las recomendaciones que determine la 
IGAE, como Autoridad de Control. 
 
La ejecución del Plan se debe llevar a cabo bajo el principio del compromiso con el 
resultado, siendo una cualidad del mismo el cumplimiento de los principios o criterios 
específicos establecidos. 
 
Los responsables y gestores de las medidas deberán asumir el desarrollo de las tareas 
necesarias para la consecución de los objetivos, en el marco de recursos y costes 
estimados, el análisis sistemático de la gestión, sustentado en indicadores operativos que 
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faciliten la identificación de los riesgos, y la toma de decisiones para el adecuado desarrollo de 
la actividad. 
 
Las Entidades ejecutoras serán responsables de registrar en el sistema informático la 
comprobación de que los proyectos que integran las medidas del Plan cumplen con los 
criterios establecidos en la evaluación inicial o, en su caso, se han corregido las 
deficiencias detectadas. Para ello, una vez cumplido un hito u objetivo, crítico o no crítico, la 
Entidad ejecutora del proyecto o subproyecto registrará en el sistema el cumplimiento, 
formalizando un certificado e incorporando la documentación acreditativa, atendiendo a los 
requerimientos del acuerdo operacional o a los que se reflejen en el sistema de información, en 
su caso, manifestando la veracidad de la información en él contenida en relación con el 
cumplimiento de los hitos y objetivos, y formará parte de la información que soporta los Informes 
de Gestión. 
 
3.- CONCEPTO DE HITO Y OBJETIVO, CRITERIOS PARA SU SEGUIMIENTO Y 
ACREDITACIÓN DEL RESULTADO (Artículo 3) 
1. La estructura de hitos y objetivos de cada componente vendrá determinada por la 
descripción de la medida en el CID y los «milestones and targets» (M&T) incluidos en el anexo 
al CID, así como por cualquier especificación de los M&T reflejada en el Operational 
Arrangement (OA), y tomará en consideración los proyectos y subproyectos a desarrollar por los 
órganos que participan en la gestión. 
 
Los hitos y objetivos son metas a alcanzar en momentos determinados del tiempo y permiten 
verificar que las Medidas, Proyectos, Subproyectos o Líneas de acción logran la finalidad o los 
resultados para los que se definieron. Para cumplir su función, los hitos y objetivos tienen 
asociados indicadores, cualitativos o cuantitativos, que miden su progreso y determinan su 
cumplimiento. 
 
Con la finalidad de asegurar la implantación homogénea del sistema, en el anexo III.A se 
concretan las referencias en relación con la gestión de hitos y objetivos, sobre la base de un 
cuestionario orientado al análisis de los aspectos más significativos. 
 
2. En el ámbito del PRTR, se identifican los siguientes tipos de hitos y objetivos: 
 

a) Los Hitos y Objetivos CID son aquellos cuya consecución es imprescindible para 
poder solicitar los desembolsos de los fondos del Mecanismo para la Recuperación y 
Resiliencia. Forman parte del CID. 
 
b) Los Hitos y Objetivos OA se definen para monitorizar los hitos y objetivos CID. Son 
los «Monitoring Indicators» que se incluyen en las Disposiciones Operativas u Operational 
Arrangements (OA). 
 
c) Los Hitos y Objetivos de Gestión se definen para la gestión y seguimiento interno. 
Se asocian a Proyectos, Subproyectos o Líneas de acción. 
 
d) Los Hitos y Objetivos Críticos son los Hitos y Objetivos asignados a Proyectos o 
Subproyectos cuya consecución es imprescindible para el cumplimiento de los Hitos y 
Objetivos CID. Se engloban dentro de la categoría de Hitos y Objetivos de gestión. 
 
e) Los Hitos y Objetivos No Críticos son los Hitos y Objetivos asignados a Proyectos 
o Subproyectos para su gestión y seguimiento y para agregar la información que alimenta 
los indicadores de los Hitos y Objetivos OA. Se engloban dentro de la categoría de Hitos y 
Objetivos de gestión. 

 
3. Las Entidades decisoras validarán la desagregación de los Hitos y Objetivos CID y OA en 
Hitos y Objetivos Críticos y No Críticos de los Proyectos que integran cada una de las Medidas 
en su ámbito de competencia. 
 
Para aquellos Proyectos para los que se establezca una descomposición en Subproyectos, la 
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Entidad ejecutora del Proyecto será la responsable de validar la desagregación de los Hitos y 
Objetivos Críticos y No Críticos del Proyecto en los Hitos y Objetivos Críticos y No Críticos de 
los Subproyectos. 
 
Igualmente, para aquellos Subproyectos para los que se establezca una descomposición en un 
nivel inferior de Subproyectos, la Entidad ejecutora del Subproyecto de nivel superior será la 
responsable de validar la desagregación de los Hitos y Objetivos Críticos y No Críticos de su 
competencia en los Hitos y Objetivos Críticos y No Críticos de los Subproyectos de nivel inferior. 
 
Las Entidades ejecutoras serán las responsables de establecer el resto de Hitos y Objetivos de 
Gestión del Proyecto o Subproyecto de su competencia. 
 
4. La Autoridad Responsable coordinará con las Entidades decisoras y la Entidades ejecutoras 
la definición de Hitos y Objetivos de Gestión. 
 
5. Una vez cerrada la definición de los Hitos y Objetivos de Gestión de los Proyectos y 
Subproyectos que integran una Medida, cualquier modificación requerirá la coordinación con la 
Autoridad responsable, conforme al procedimiento que a tal efecto se establezca, permitiendo 
en todo caso mantener la trazabilidad sobre los cambios realizados. 
 
6. Las Entidades ejecutoras serán las responsables de registrar en el sistema 
informático de forma continuada el progreso de los indicadores de los hitos y objetivos 
más desagregados de la estructura en la que se descompone el Proyecto o Subproyecto e 
incorporar la información acreditativa conforme a los mecanismos de verificación. 
 
7. La medición de un indicador de nivel superior de la estructura de hitos y objetivos se deriva 
directamente de los indicadores de su nivel inmediatamente inferior. 
 
Solo en excepciones debidamente justificadas y validadas por la Autoridad Responsable, podrá 
establecerse la medición de un indicador de nivel superior que no se derive directamente de los 
indicadores de su nivel inmediatamente inferior. 
 
La información de los indicadores de hitos y objetivos en curso y de sus mecanismos de 
verificación deberá estar actualizada en el sistema informático con el resultado de las 
mediciones correspondientes al último día de cada mes de referencia no más tarde del día diez 
del mes siguiente. De este modo, el día once del mes siguiente se generarán 
automáticamente en el sistema informático los Informes de Seguimiento de 
Subproyectos, Proyectos y Medidas con la información actualizada al mes de referencia. 
 
8. Una vez registrado en el sistema informático el cumplimiento de un Hito u Objetivo Crítico o 
no Crítico, se generará el Certificado de Cumplimiento que deberá ser firmado por el Órgano 
gestor de la Entidad ejecutora. 
Una vez registrado en el sistema informático el cumplimiento de un Hito u Objetivo CID, se 
generará el correspondiente Certificado de Cumplimiento que deberá ser firmado por el Órgano 
responsable de la Medida de la Entidad decisora. En el supuesto de hitos u objetivos OA, 
firmará el órgano responsable o persona en la que delegue. 
Los Certificados de Cumplimiento de los hitos y objetivos estarán a disposición de la Autoridad 
de Control desde la fecha en la que se formalicen, con la finalidad de facilitar el desarrollo de la 
función que le corresponde. 
 
4.- ETIQUETADO VERDE Y ETIQUETADO DIGITAL (Artículo 4) 
 
1. Se entiende por etiquetado el reconocimiento del peso relativo de los recursos 
previstos para la transición ecológica y digital, que se concreta a nivel agregado 
respectivamente en el 39,7 % y el 28,2 % de la dotación total del Plan. 
 
En cuanto a los conceptos a computar, el Reglamento del MRR incluye una lista de Campos de 
Intervención a los que pueden asignarse, en todo o en parte, las dotaciones financieras de las 
medidas del Plan, concretando en el anexo VI los correspondientes para Clima, y en el anexo 
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VII para Digital, que puede ser en ambos casos del 0 %, 40 % o 100 %. 
 
2. Con la finalidad de facilitar el seguimiento y evaluación del cumplimiento del compromiso de 
etiquetado verde y digital, el sistema de información y seguimiento incorporará una estructura de 
datos que permita determinar la aportación de los distintos proyectos y subproyectos al objetivo 
fijado en el CID. 
 
3. En el supuesto de que se observaran valores inferiores a los previstos para cada 
componente, generando un impacto negativo en el objetivo global, la Autoridad Responsable 
requerirá informe al órgano responsable sobre el riesgo en relación con el cumplimiento del 
valor atribuido. 
 
4. Los órganos gestores que estimen posibles incumplimientos, tanto en el desarrollo temporal 
como en las previsiones finales, en los valores comprometidos en los proyectos y subproyectos 
en los que participan, darán traslado del resultado de su evaluación a la Autoridad Responsable. 
 
5. Cualquier iniciativa de modificación en la estructura de actuaciones previstas en un 
componente susceptible de causar incumplimiento del valor inicialmente previsto requerirá 
autorización de la Autoridad Responsable, sobre la base de un análisis de alternativas que 
permitan corregir el impacto estimado. 
 
6. Atendiendo al carácter transversal y necesidad de cumplimiento individual para alcanzar el 
objetivo global CID, a la vista de los riesgos puestos de manifiesto, la Autoridad Responsable 
promoverá los mecanismos de coordinación para la adopción de medidas correctoras por los 
órganos responsables. 
 
5.- ANÁLISIS DE RIESGO EN RELACIÓN CON POSIBLES IMPACTOS NEGATIVOS 
SIGNIFICATIVOS EN EL MEDIOAMBIENTE (DO NO SIGNIFICANT HARM, DNSH), 
SEGUIMIENTO Y VERIFICACIÓN DE RESULTADO SOBRE LA EVALUACIÓN INICIAL 
(Artículo 5) 
 
El Reglamento del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia establece que ninguna de las 
medidas de ejecución de las reformas e inversiones incluidas en el PRTR causará un perjuicio 
significativo (DNSH) a los seis objetivos medioambientales definidos en el Reglamento (UE) n.º 
2020/852 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2020, relativo al 
establecimiento de un marco para facilitar las inversiones sostenibles y por el que se modifica el 
Reglamento (UE) 2019/2088, detallados a continuación: 
 

a) Mitigación del cambio climático; 
b) adaptación al cambio climático; 
c) uso sostenible y protección de los recursos hídricos y marinos; 
d) transición hacia una economía circular; 
e) prevención y control de la contaminación; 
f)  protección y recuperación de la biodiversidad y los ecosistemas. 

 
El PRTR contiene una evaluación inicial individualizada para cada medida, con las respectivas 
inversiones y reformas, asegurando el cumplimiento del principio de DNSH, de acuerdo con la 
metodología establecida en la Comunicación de la Comisión (2021/C 58/01). 
En el anexo II.B.4 se incluye un test específico de autoevaluación en relación con el 
cumplimiento de los requerimientos básicos, mientras que en el anexo III.B se proporcionan 
referencias de gestión a fin de evitar impactos medioambientales no deseables. 
 
6.- REFUERZO DE MECANISMOS PARA LA PREVENCIÓN, DETECCIÓN Y CORRECCIÓN 
DEL FRAUDE, LA CORRUPCIÓN Y LOS CONFLICTOS DE INTERESES (Artículo 6) 
 
Toda entidad, decisora o ejecutora, que participe en la ejecución de las medidas del PRTR 
deberá disponer de un «Plan de medidas antifraude» que le permita garantizar y declarar 
que, en su respectivo ámbito de actuación, los fondos correspondientes se han utilizado de 
conformidad con las normas aplicables, en particular, en lo que se refiere a la prevención, 
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detección y corrección del fraude, la corrupción y los conflictos de intereses. 
Se recoge en el anexo II.B.5 un cuestionario de autoevaluación relativa al estándar mínimo, y en 
el anexo III.C orientación sobre medidas de prevención, detección y corrección del fraude, 
corrupción y conflicto de intereses, en el que se hace referencia a las posibles medidas a 
adoptar para garantizar una apropiada protección de los intereses financieros de la Unión en la 
ejecución de actuaciones financiadas o a financiar por el MRR. 
 
Los participantes en la ejecución del PRTR deberán atenerse estrictamente a lo que en relación 
con esta materia establece la normativa española y europea y los pronunciamientos que al 
respecto de la protección de los intereses financieros de la Unión hayan realizado o puedan 
realizar las instituciones de la Unión Europea. 
 
Se configuran como actuaciones obligatorias para los órganos gestores, la evaluación de 
riesgo de fraude, la cumplimentación de:  

 la Declaración de Ausencia de Conflicto de Intereses (DACI) y  
 la disponibilidad de un procedimiento para abordar conflictos de intereses. 

 
La elección de las medidas de prevención y detección se deja a juicio de la entidad que 
asuma la responsabilidad de gestión, atendiendo a sus características específicas y siempre 
teniendo en cuenta la necesidad de garantizar una conveniente protección de los intereses de la 
Unión. 
 
El «Plan de medidas antifraude» deberá cumplir los siguientes requerimientos mínimos: 

a) Aprobación por la entidad decisora o ejecutora, en un plazo inferior a 90 días desde la 
entrada en vigor de la presente Orden o, en su caso, desde que se tenga conocimiento de la 
participación en la ejecución del PRTR. 
b) Estructurar las medidas antifraude de manera proporcionada y en torno a los cuatro 
elementos clave del denominado «ciclo antifraude»: prevención, detección, corrección y 
persecución. 
c) Prever la realización, por la entidad de que se trate, de una evaluación del riesgo, 
impacto y probabilidad de riesgo de fraude en los procesos clave de la ejecución del 
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia y su revisión periódica, bienal o 
anual según el riesgo de fraude y, en todo caso, cuando se haya detectado algún caso de 
fraude o haya cambios significativos en los procedimientos o en el personal. 
d) Definir medidas preventivas adecuadas y proporcionadas, ajustadas a las 
situaciones concretas, para reducir el riesgo residual de fraude a un nivel aceptable. 
e) Prever la existencia de medidas de detección ajustadas a las señales de alerta y 
definir el procedimiento para su aplicación efectiva. 
f) Definir las medidas correctivas pertinentes cuando se detecta un caso sospechoso de 
fraude, con mecanismos claros de comunicación de las sospechas de fraude. 
g) Establecer procesos adecuados para el seguimiento de los casos sospechosos de 
fraude y la correspondiente recuperación de los Fondos de la UE gastados 
fraudulentamente. 
h) Definir procedimientos de seguimiento para revisar los procesos, procedimientos y 
controles relacionados con el fraude efectivo o potencial, que se transmiten a la 
correspondiente revisión de la evaluación del riesgo de fraude. 
i) Específicamente, definir procedimientos relativos a la prevención y corrección de 
situaciones de conflictos de interés conforme a lo establecido en los apartados 1 y 2 del 
artículo 61 del Reglamento Financiero de la UE. En particular, deberá establecerse como 
obligatoria la suscripción de una DACI por quienes participen en los procedimientos 
de ejecución del PRTR, la comunicación al superior jerárquico de la existencia de cualquier 
potencial conflicto de intereses y la adopción por este de la decisión que, en cada caso, 
corresponda. 

 
En el supuesto de que se detecte un posible fraude, o su sospecha fundada, la entidad 
correspondiente deberá: 
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a) Suspender inmediatamente el procedimiento, notificar tal circunstancia en el más breve 
plazo posible a las autoridades interesadas y a los organismos implicados en la realización 
de las actuaciones y revisar todos aquellos proyectos, subproyectos o líneas de acción que 
hayan podido estar expuestos al mismo; 
b) Comunicar los hechos producidos y las medidas adoptadas a la entidad decisora, o a la 
entidad ejecutora que le haya encomendado la ejecución de las actuaciones, en cuyo caso 
será ésta la que se los comunicará a la entidad decisora, quien comunicará el asunto a la 
Autoridad Responsable, la cual podrá solicitar la información adicional que considere 
oportuna de cara a su seguimiento y comunicación a la Autoridad de Control; 
c) Denunciar, si fuese el caso, los hechos a las Autoridades Públicas competentes, al 
Servicio Nacional de Coordinación Antifraude –SNCA-, para su valoración y eventual 
comunicación a la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude; 
d) Iniciar una información reservada para depurar responsabilidades o incoar un expediente 
disciplinario; 
e) Denunciar los hechos, en su caso, ante el Ministerio Fiscal, cuando fuera procedente. 

 
La entidad afectada deberá evaluar la incidencia del posible fraude y su calificación como 
sistémico o puntual y, en todo caso, retirar los proyectos o la parte de los proyectos 
afectados por el fraude y financiados o a financiar por el MRR. 
 
7.- COMPATIBILIDAD CON EL RÉGIMEN DE AYUDAS DE ESTADO Y PREVENCIÓN DE LA 
DOBLE FINANCIACIÓN Artículo 7 
 
La ejecución del PRTR debe respetar los límites establecidos en relación con las ayudas de 
Estado y la prevención de la doble financiación. 
 
El régimen de ayudas de Estado viene delimitado por los artículos 107 a 109 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea y en su normativa de desarrollo. El Considerando 8 del 
Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021, 
por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, señala que las 
inversiones privadas también podrían incentivarse a través de programas de inversión 
pública, en particular, instrumentos financieros, subvenciones y otros instrumentos, 
siempre que se respeten las normas en materia de ayudas estatales. 
 
Respecto a la doble financiación, el Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, sobre las normas financieras aplicables al 
Presupuesto General de la Unión (Reglamento Financiero), establece expresamente en su 
artículo 188 la prohibición de la doble financiación como principio general aplicable a las 
subvenciones, señalando en el artículo 191 que en ningún caso podrán ser financiados 
dos veces por el presupuesto los mismos gastos. 
 
En el caso concreto del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, el considerando 62 del 
Reglamento (UE) 2021/241, del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de febrero de 2021, 
establece que las acciones previstas en dicho Reglamento deben ser coherentes con los 
programas de la Unión en curso y complementarlos, así como evitar la doble financiación 
procedente del Mecanismo y de otros programas de la Unión de los mismos gastos. Asimismo, 
el artículo 9 del citado Reglamento dispone que las reformas y los proyectos de inversión podrán 
recibir ayuda de otros programas e instrumentos de la Unión siempre que dicha ayuda no cubra 
el mismo coste. 
 
Las entidades que participen en la ejecución del PRTR deben aplicar procedimientos que 
permitan asegurar en todo momento el pleno respeto a la normativa relativa a las Ayudas de 
Estado, así como garantizar la ausencia de doble financiación. 
A este fin, en el anexo II.B.6 se recoge un cuestionario de autoevaluación relativa al estándar 
mínimo, y en el anexo III.D una referencia orientativa para facilitar el cumplimiento de los 
requerimientos sobre la compatibilidad con el régimen de ayudas de Estado y prevención de la 
doble financiación. 
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8. IDENTIFICACIÓN DEL PERCEPTOR FINAL DE FONDOS: BENEFICIARIOS DE LAS 
AYUDAS, CONTRATISTAS Y SUBCONTRATISTAS (Artículo 8) 
 
Se configura el siguiente procedimiento de incorporación de información específica: 
 
1. Las entidades decisoras y ejecutoras de los componentes incluirán en las convocatorias 
de ayudas previstas en el Plan, al menos, los siguientes requerimientos en relación con la 
identificación de los beneficiarios, sean personas físicas o jurídicas: 
a) NIF del beneficiario. 
b) Nombre de la persona física o razón social de la persona jurídica. 
c) Domicilio fiscal de la persona física o jurídica. 
d) Aceptación de la cesión de datos entre las Administraciones Públicas implicadas para dar 
cumplimiento a lo previsto en la normativa europea que es de aplicación y de conformidad con la 
Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales (Modelo anexo IV.B). 
e) Declaración responsable relativa al compromiso de cumplimiento de los principios 
transversales establecidos en el PRTR y que pudieran afectar al ámbito objeto de gestión 
(Modelo anexo IV.C). 
f) Los beneficiarios que desarrollen actividades económicas acreditarán la inscripción en el 
Censo de empresarios, profesionales y retenedores de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria o en el censo equivalente de la Administración Tributaria Foral, que debe reflejar la 
actividad económica efectivamente desarrollada a la fecha de solicitud de la ayuda. 
 
2. Las entidades decisoras y ejecutoras de los componentes incluirán en los procedimientos 
de licitación que se encuadren en el desarrollo de las actuaciones previstas en el PRTR las 
siguientes obligaciones en relación con la identificación de los contratistas y subcontratistas: 
a) NIF del contratista o subcontratistas. 
b) Nombre o razón social. 
c) Domicilio fiscal del contratista y, en su caso, subcontratistas. 
d) Aceptación de la cesión de datos entre las Administraciones Públicas implicadas para dar 
cumplimiento a lo previsto en la normativa europea que es de aplicación y de conformidad con la 
Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales (Modelo anexo IV.B). 
e) Declaración responsable relativa al compromiso de cumplimiento de los principios 
transversales establecidos en el PRTR y que pudieran afectar al ámbito objeto de gestión 
(Modelo anexo IV.C). 
f) Los contratistas acreditarán la inscripción en el Censo de empresarios, profesionales y 
retenedores de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o en el Censo equivalente de 
la Administración Tributaria Foral, que debe reflejar la actividad efectivamente desarrollada en la 
fecha de participación en el procedimiento de licitación. 
 
3. Las entidades decisoras y ejecutoras de los componentes aportarán la información referida 
en los apartados 1 y 2, al menos trimestralmente, con el formato y procedimiento que defina la 
Oficina de Informática Presupuestaria de la Intervención General de la Administración del 
Estado, con el objetivo de facilitar el adecuado cumplimiento de las obligaciones de gestión y 
seguimiento que deriven de lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021. 
 
4. La Agencia Estatal de Administración Tributaria, las Administraciones Tributarias Forales, la 
Administración Tributaria Canaria, la Intervención General de la Administración del Estado y la 
Dirección General de Patrimonio del Estado, en coordinación con la Secretaría General de 
Fondos Europeos, arbitrarán los procedimientos de intercambio de información necesarios para 
configurar la «Base de Datos de los beneficiarios de las ayudas, de contratistas y 
subcontratistas», en cumplimiento de lo previsto en artículo 22.2 d) del Reglamento (UE) 
2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021 que se integrará, al 
menos, con el estándar mínimo de significación económica que se detalla a continuación: 
 

a) Sociedades mercantiles, grupos de sociedades, agrupaciones y uniones temporales de 
empresas, cooperativas y cualquier otra entidad o persona física que ejerza una actividad 
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económica con un importe neto anual de la cifra de negocios o volumen de operaciones a 
efectos de IVA o impuesto indirecto equivalente superior a dos millones de euros. 
b) Titulares con una participación superior al veinticinco por ciento del capital social o, en su 
caso, del Fondo Patrimonial, en cualquiera de las entidades mencionadas en el guion 
anterior. 
c) Personas físicas o jurídicas que ostenten la condición de beneficiarios de ayudas por 
importe superior a siete mil euros, conforme a los registros disponibles en la Base de Datos 
Nacional de Subvenciones. 

 
5. La información de la Base de Datos estará disponible a efectos de las consultas y análisis 
de riesgo que puedan desarrollar los órganos comunitarios y nacionales que tengan atribuidas 
competencias para el desarrollo de actuaciones de control en el marco del PRTR, hasta la 
finalización del periodo de comprobación que derive de la normativa de la Unión Europea que 
sea de aplicación. 
 
9.- COMUNICACIÓN (Artículo 9) 
 
Las actuaciones de comunicación relacionadas con la ejecución del Plan incorporarán el logo 
oficial del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia del Reino de España, en los 
términos que se comuniquen por la Autoridad Responsable. 
La comunicación y la publicidad de los Estados miembros en relación con la financiación en 
aplicación del mismo serán, como mínimo, del mismo nivel que el exigido por las normas del 
Estado miembro para la financiación pública sin contribuciones del presupuesto de la Unión. 
 
El Estado miembro deberá: 
 

a) Disponer de una estrategia a nivel de los Estados miembros para dar a conocer y 
garantizar el reconocimiento de la contribución del MRR a la recuperación de Europa y, 
en particular, a la doble transición ecológica y digital. 
b) Deberá exhibirse de forma correcta y destacada el emblema de la UE con una 
declaración de financiación adecuada que diga (traducida a las lenguas locales cuando 
proceda) "financiado por la Unión Europea – Next Generation EU", junto al logo del 
PRTR, disponible en el link https://planderecuperacion.gob.es/identidad-visual. Del mismo 
modo, todas las convocatorias, licitaciones, convenios y resto de instrumentos jurídicos, 
que se desarrollen en este ámbito, deberán contener tanto en su encabezamiento como 
en su cuerpo de desarrollo la siguiente referencia «Plan de Recuperación, Transformación 
y Resiliencia - Financiado por la Unión Europea – Next Generation EU». 
c) Establecer y mantener un espacio web único que proporcione información sobre el 
MRR y los proyectos relacionados y comunicar el enlace web específico a la Comisión. 
d) Garantizar que los destinatarios finales de la financiación de la Unión en el marco del 
MRR reconozcan el origen y garanticen la visibilidad de la financiación de la Unión. 

 
Cuando se muestre en asociación con otro logotipo, el emblema de la Unión Europea deberá 
mostrarse al menos de forma tan prominente y visible como los otros logotipos. El emblema 
debe permanecer distinto y separado y no puede modificarse añadiendo otras marcas visuales, 
marcas o texto. Aparte del emblema, no podrá utilizarse ninguna otra identidad visual o logotipo 
para destacar el apoyo de la UE. 
 
Cualquier actividad de comunicación o difusión relacionada con el MRR y realizada por el 
Estado miembro, en cualquier forma y por cualquier medio, deberá utilizar información fidedigna. 
 
Cuando proceda, se indicará la siguiente cláusula de exención de responsabilidad (traducida a 
las lenguas locales, si procede): «Financiado por la Unión Europea – Next GenerationEU. Sin 
embargo, los puntos de vista y las opiniones expresadas son únicamente los del autor o autores 
y no reflejan necesariamente los de la Unión Europea o la Comisión Europea. Ni la Unión 
Europea ni la Comisión Europea pueden ser consideradas responsables de las mismas». 
 
El Estado miembro concede a la Comisión el derecho a utilizar gratuitamente los materiales de 
comunicación relativos al MRR. 
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Así mismo, con el fin de asegurar una adecuada comunicación y transparencia, las Entidades 
ejecutoras deberán proporcionar información, a través de los mecanismos que a tal efecto 
se establezcan, sobre la publicación de cualquier convocatoria de ayuda o procedimiento de 
licitación para su inclusión en la página web gestionada por la Autoridad Responsable. 
Las entidades responsables y gestoras designarán un responsable de comunicación a fin de 
asegurar el cumplimiento de los requerimientos establecidos en el presente artículo, sobre la 
base de las directrices de la Autoridad Responsable. 
 
10.- MODIFICACIONES Y SEGUIMIENTO DE LOS PRINCIPIOS APLICABLES (Artículo 10) 
 
1. Los órganos responsables, por iniciativa propia o, en su caso, a instancia de los ejecutores, 
podrán tramitar propuestas de modificación en relación con la formulación de los 
componentes con el alcance previsto en el apartado 3 de este artículo y sobre las medidas y 
criterios a efectos del cumplimiento de los principios transversales aplicables a los 
correspondientes hitos y objetivos. La propuesta será motivada, expresando el impacto en los 
objetivos definidos y aprobados a nivel CID, tanto desde el punto de vista cualitativo como 
cuantitativo. 
 
2. El Ministerio Responsable, con alcance total o parcial del componente, evaluará la 
propuesta y dará traslado a la Autoridad Responsable, que recabará los informes pertinentes y, 
en su caso, las consultas a los órganos de la Comisión Europea que se estimen necesarias. 
 
3. Procedimiento de modificación en la formulación de los componentes. 

a) Procedimiento de aplicación a los elementos que definen el componente y que no 
forman parte del CID. Por lo tanto, se define como un instrumento para adaptar a la 
realidad la configuración de los proyectos y subproyectos que forman parte de un 
componente. 
b) El Ministerio Responsable remitirá un informe a la Autoridad Responsable con la 
propuesta de modificación, en el que se incluirá la evaluación y estudio de alternativas, así 
como un plan de acción para hacer efectiva la modificación, detallando el impacto estimado 
desde la perspectiva de la consecución de los hitos y objetivos CID, así como la valoración 
de los recursos necesarios para llevar a cabo cada una de las propuestas consideradas. 
c) La Autoridad Responsable recabará los informes que estime pertinentes. En los casos 
en que se prevea la modificación del nivel de recursos necesarios para la consecución de 
los hitos y objetivos, o una revisión de la distribución entre los órganos ejecutores, será 
obligatorio el informe de la Dirección General de Presupuestos, y se comunicará a la 
Autoridad de Control las modificaciones que se realicen. 
d) Una vez evaluada la propuesta por la Autoridad Responsable, a la vista de los informes 
recabados, en el supuesto de que pudiera tener trascendencia en los compromisos 
contraídos con el Consejo de la Unión Europea, formulará consulta a los Servicios de la 
Comisión Europea correspondientes sobre su viabilidad y los requerimientos para la 
aprobación. En el supuesto de que se obtuviera informe favorable, o bien no se formularan 
observaciones por estos Servicios, procedería a comunicarse al Ministerio Responsable, 
habilitando las modificaciones necesarias en el sistema de información. 
e) En tanto no haya una aprobación, los incumplimientos podrán generar minoración de 
los desembolsos previstos y por lo tanto la financiación de las alternativas tendrá que 
cubrirse con recursos de los Presupuestos de los órganos responsables o ejecutores. Si 
finalmente dicha modificación resulta aprobada, se reembolsará el importe que 
corresponda. 

 
4. Seguimiento de los principios transversales. 
 
a) La definición de un conjunto de principios para todo el PRTR exige su consideración en los 
procedimientos de gestión con la finalidad de garantizar el cumplimiento de los mínimos 
establecidos en el Plan, debiendo ser objeto de especial atención los que deben ser evaluados 
a nivel agregado. En principio, el objetivo debe centrarse en el seguimiento y análisis de riesgo 
en los términos que se hayan definido en los componentes aprobados. 
b) En el supuesto de que se apreciase riesgo de incumplimiento en alguno de los principios, 
bien por comunicación del Ministerio Responsable o por detección de la Autoridad de Control o 
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de la Autoridad Responsable, ésta solicitará informe al Ministerio Responsable, en el que se 
analizará el origen de las desviaciones observadas y, en su caso, las medidas adoptadas. 
Sobre la base de la información disponible, la Autoridad Responsable, en su caso, instará la 
elaboración de un plan de acción por parte del Ministerio Responsable con las medidas que 
fueran necesarias con el objetivo de preservar el cumplimiento de los hitos y objetivos. Dicho 
plan será evaluado por la Autoridad Responsable. 
 
5. Seguimiento del cumplimiento de hitos y objetivos. 
 
a) En el supuesto de que la Autoridad Responsable observara riesgo para el logro de alguno 
de los hitos y objetivos, instará la elaboración de un plan de acción por el Ministerio 
Responsable, en los que se analizará el origen de las desviaciones observadas y, en su caso, 
las medidas adoptadas. 
b) Los órganos responsables o gestores que observen algún riesgo para el logro de los hitos y 
objetivos deberán aportar a la Autoridad Responsable informe explicativo y un plan de acción, 
en el que se recoja la línea de actuación, junto a posibles medidas orientadas a mitigar el riesgo. 
En el caso de que se estime el incumplimiento definitivo, total o parcial, de los hitos y objetivos 
asignados, se procederá de conformidad con los artículos 4 y 5 del artículo 37, del Real 
Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, y su desarrollo normativo, en relación con la 
tramitación de un procedimiento de reintegro, sin perjuicio del régimen previsto en la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 
c) Los planes de acción referidos en las letras anteriores serán evaluados por la Autoridad 
Responsable. 
 
11.- EL SISTEMA DE INFORMACIÓN DE GESTIÓN Y SEGUIMIENTO (Artículo 11 
 
La Autoridad Responsable del Plan, en colaboración con la Oficina de Informática 
Presupuestaria, será la encargada del diseño y gestión del sistema, que se configura como un 
instrumento de relación entre las distintas entidades relacionadas con el PRTR, sobre las 
siguientes bases: 
1. Objeto. Facilitar la coordinación y seguimiento del PRTR por los distintos agentes 
implicados en su ejecución, dando respuesta a las necesidades de planificación, gestión, control 
y rendición de cuentas. 
2. Fuentes de información. Los órganos responsables y los órganos gestores estarán 
obligados a prestar colaboración y facilitar cuanta documentación sea requerida por la Autoridad 
Responsable y la Autoridad de Control en el ejercicio de sus funciones. 
 
El sistema de gestión comprenderá la totalidad de flujos de información necesarios para el 
adecuado cumplimiento de los requerimientos fijados en la normativa reguladora. A estos 
efectos, los órganos responsables y los órganos gestores deberán proporcionar al sistema de 
información de gestión y seguimiento la documentación relativa al cumplimiento de los hitos y 
objetivos que les corresponda, conforme a las exigencias establecidas en el Reglamento del 
Mecanismo de Recuperación y Resiliencia. 
 
Atendiendo a su naturaleza, será de aplicación el criterio de actualización sistemática de la 
información, evitando dilaciones entre el momento en el que se genera y la actualización en el 
sistema. Se emitirá un informe de seguimiento mensual referido al mes inmediato anterior, 
conforme al plazo previsto en el artículo 3.7 de la presente Orden, con la finalidad de facilitar el 
análisis de cumplimiento de previsiones por los distintos niveles de responsabilidad. 
En el supuesto de incumplimiento de los plazos previstos para la formalización de los Informes 
de Gestión o de la información acreditativa de su contenido, la Autoridad Responsable está 
facultada para requerir a los órganos decisores y ejecutores la información e informes 
necesarios para el adecuado cumplimiento de las obligaciones de rendición de cuentas y 
acreditación del resultado de la gestión conforme a los compromisos asumidos en el marco del 
PRTR. 
Con la finalidad de asegurar el cumplimiento de los requerimientos del PRTR, la Autoridad 
Responsable tendrá acceso a la información residenciada en otros sistemas, en particular la 
Base de Datos Nacional de Subvenciones, la Plataforma de Contratación del Sector Público y el 
Registro de Titularidades Reales, estando facultada para incorporar al sistema la documentación 
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que estime oportuno atendiendo al ámbito de competencia. 
 
3. Suministro de información y gestión de accesos. 
 
a) La Autoridad Responsable, en colaboración con la Oficina de Informática Presupuestaria, 
instrumentará el procedimiento de alta en el sistema de los distintos órganos responsables y 
gestores. A estos efectos, se habilitará el acceso a la información atendiendo al marco de 
competencia de gestión, estableciendo distinto nivel conforme a las funciones operativas, en 
particular las de firma del Informe de Gestión, y las de mantenimiento y suministro de 
información. 
En el ámbito de las CC.AA. se podrá habilitar el acceso de las unidades orgánicas que 
desempeñen funciones de coordinación y seguimiento en relación con fondos europeos. 
b) La Autoridad de Control tendrá acceso a los registros del sistema, sin limitaciones, para el 
ejercicio de las funciones que le competen. 
c) La Autoridad Responsable, con la colaboración de la Autoridad de Control, y previa consulta 
a los Servicios de la Comisión Europea, concretarán el procedimiento para habilitar el acceso de 
los funcionarios comunitarios y el alcance de consulta y explotación de datos. 
d) La Oficina de Informática Presupuestaria mantendrá un registro de accesos y explotación de 
datos por los distintos órganos habilitados para la consulta y actuaciones operativas. 
 
4. Estructura de datos. La Oficina de Informática Presupuestaria de la Intervención General 
de la Administración del Estado proporcionará los servicios electrónicos necesarios para la 
carga de la información por la entidad ejecutora. En este caso, el formato de la información a 
remitir se ajustará a las especificaciones que se publicarán en los sitios web de la Secretaría 
General de Fondos Europeos. 
Atendiendo a la configuración plurianual del PRTR, el sistema habilitará los campos necesarios 
para la disponibilidad de las previsiones presupuestarias hasta el año 2026, al menos al nivel de 
proyecto, por cada uno de los componentes. Los órganos ejecutores incorporarán la información 
presupuestaria, como referencia para el seguimiento y análisis del cumplimiento de los hitos, 
objetivos e indicadores. 
 
5. Seguridad e interoperabilidad. El sistema cumplirá con lo establecido en el Real Decreto 
3/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad en el ámbito de 
la Administración Electrónica, y en el Real Decreto 4/2010, de 8 de enero, por el que se regula 
el Esquema Nacional de Interoperabilidad en el ámbito de la Administración Electrónica. 
 
12.- EL INFORME DE GESTIÓN (Artículo 12) 
 
El Informe de Gestión tiene por objeto la formulación del resultado de cada componente en 
términos de hitos, objetivos e indicadores, así como el volumen de recursos empleados en su 
consecución. 
 
La elaboración del Informe de Gestión se residencia en el sistema de información de gestión y 
seguimiento y se formalizará con periodicidad semestral en consideración al ciclo de evaluación 
previsto en la normativa. 
 
Adicionalmente, estos informes se pondrán a disposición de la Autoridad de Control por parte de 
la Autoridad Responsable, y serán, junto con las auditorías realizadas por la primera, el soporte 
de la declaración de gestión a elaborar por la Autoridad Responsable. 
 
A partir de la información contenida en el sistema, cada entidad ejecutora generará el 
correspondiente Informe de Gestión, siendo responsable de la información que consta en el 
mismo en relación con la ejecución del PRTR que se le haya asignado. 
 
Corresponde la firma del Informe al órgano responsable en el ámbito de la Entidad decisora o al 
órgano gestor en el de la Entidad ejecutora, que será el que también asume la elaboración, 
firma y tramitación del Informe de Gestión ante la Autoridad responsable. 
 
Para los Informes de Gestión a nivel Componente esta función será asumida por el titular de la 
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Subsecretaría. En relación con los Informes de Gestión y de Previsiones a nivel Subproyecto, en 
el ámbito de Comunidades Autónomas asumirá las funciones el titular del órgano que 
desempeñe funciones análogas a las de Subsecretario en la correspondiente Consejería o 
equivalente. En el caso de las Entidades Locales y resto de participantes el Secretario o cargo 
que desempeñe funciones análogas certificará el resultado que recoja el informe de gestión 
conforme a la documentación administrativa y contable relativa al Subproyecto ejecutado por las 
correspondientes áreas o concejalías de la entidad local. 
 
En los supuestos en que se regularicen operaciones incluidas en Informes de Gestión 
correspondientes a periodos anteriores, se identificarán los ajustes realizados, anexando 
informe en el que se expresará el motivo de los mismos y el impacto en relación con los hitos y 
objetivos previstos. 
 
Estructura del Informe de Gestión. 

a) Ámbito e identificación. El órgano gestor de cada una de las Entidades ejecutoras, en 
su condición de responsable de hitos u objetivos, formalizará un informe referido a su 
ámbito de gestión, con la estructura definida en el Sistema y se identificará en los 
siguientes términos: 

a. Informe de Gestión: Denominación del órgano y periodo al que se refiere, e 
identificación del ámbito que comprende: 

i. Hitos. 
ii. Objetivos. 

El órgano responsable de la Medida o del Componente de cada una de las Entidades 
decisoras, en su condición de responsable máximo de la totalidad, o parte, de los hitos y 
objetivos de una Medida o de un Componente, elaborará un informe referido a su ámbito de 
gestión, con la estructura definida en el sistema y se identificará en los siguientes términos: 

b. Informe de Gestión: Denominación del Ministerio y periodo al que se refiere, e 
identificación del ámbito que comprende: 

i. Hitos. 
ii. Objetivos. 

b) Contenido del Informe de Gestión. El informe se ajustará a la siguiente estructura, e 
incluirá la declaración de cumplimiento en los términos previstos en el apartado 2 del 
artículo 13 de la presente Orden: 

I. Introducción. 
II. Manifestación sobre procedimientos. 
III. Descripción del componente. 
IV. Marco temporal. 
V. Escenario de gestión y resultados. 

c) Formulación. El Informe de Gestión de cada Componente se elaborará con 
periodicidad semestral por el Ministerio Responsable y con referencia a las fechas 30 de 
junio y 31 de diciembre. Se generará automáticamente en el sistema de información de 
gestión y seguimiento a partir de la información en él contenida y deberá ser formalizado en 
el mismo dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a las fechas referidas 
anteriormente. Por su parte, las entidades ejecutoras, deberán formalizar su respectivo 
Informe de Gestión antes del 20 de julio y del 20 de enero de cada año. 
 
En el caso de que haya más de un ministerio que participe en la ejecución de un 
Componente, cada uno de ellos deberá elaborar y firmar un Informe de Gestión por la parte 
relativa a su respectivo ámbito de responsabilidad. 
 
Con una finalidad instrumental, de control de gestión, se formulará trimestralmente un 
Informe de Previsiones, en el que recogerá el grado de avance y las estimaciones para los 
nueve meses siguientes, estructuradas por trimestres. Corresponde su elaboración a la 
entidad ejecutora y, para cada Proyecto o Subproyecto, se identificarán los posibles riesgos 
de incumplimiento y las desviaciones respecto a la planificación. Así mismo, se plantearán 
acciones preventivas o correctoras para mitigar los riesgos en relación con el cumplimiento 
de los objetivos e indicadores en los términos y en el calendario aprobado. El ámbito de 
aplicación de estos informes se identificará en términos análogos a los del Informe de 
Gestión. 
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13.- DECLARACIÓN DE GESTIÓN (Artículo 13) 
 
La Autoridad Responsable emitirá la Declaración de Gestión que acompañará a cada Solicitud 
de Pago, en términos de razonabilidad, a la vista de los Informes emitidos por la Autoridad de 
Control y la declaración de cumplimiento formulada en Informe de Gestión por las entidades 
ejecutoras o bien por las entidades decisoras responsables de cada componente, conforme al 
ámbito de gestión que tienen encomendado. 
 
La Declaración se adaptará al modelo contenido en el Acuerdo de Financiación. No obstante, en 
la documentación que soporta la Declaración se dejará constancia de los Informes emitidos por 
la Autoridad de Control y los Informes de Gestión que soportan su contenido, haciendo mención 
de la Opinión del Órgano de Control y, en su caso, de las limitaciones al alcance y párrafos de 
énfasis, así como los antecedentes disponibles, en relación con: 

a) la utilización para los fines previstos de los fondos cuantificados en los Informes de 
Gestión. 
b) la completitud, exactitud y fiabilidad de la información presentada con la Solicitud de 
Pago sobre el cumplimiento de los hitos y objetivos a que la misma se refiere. 
c) que los sistemas de control establecidos ofrecen las garantías necesarias de que los 
fondos cuantificados en los Informes de Gestión se han gestionado de conformidad con 
todas las normas aplicables, en particular las normas relativas a la prevención de conflictos 
de intereses, del fraude, de la corrupción y de la doble financiación procedente del 
Mecanismo y de otros programas de la Unión, de conformidad con el principio de buena 
gestión financiera. 

 
En términos equivalentes a los de la Declaración de Gestión, los órganos responsables y 
gestores emitirán con la periodicidad establecida un Informe de Gestión en el que expresen el 
cumplimiento de los principios que son de aplicación, la garantía del sistema de control de 
gestión, la utilización de los fondos para los fines previstos, y la completitud, exactitud y 
fiabilidad de la información incluida en el Informe. A estos efectos, la declaración de 
cumplimiento que formalizarán los distintos órganos se expresará en los siguientes términos: 
«En fecha XXXXXX, este Centro manifiesta que los fondos se han utilizado para los fines 
previstos y se han gestionado de conformidad con todas las normas que resultan de aplicación, 
en particular las normas relativas a la prevención de conflictos de intereses, del fraude, de la 
corrupción y de la doble financiación procedente del Mecanismo y de otros programas de la 
Unión y de conformidad con el principio de buena gestión financiera. Asimismo, manifiesta la 
veracidad de la información contenida en el informe en relación con el cumplimiento de hitos y 
objetivos, y confirma que no se han revocado medidas relacionadas con hitos y objetivos 
anteriormente cumplidos satisfactoriamente, atendiendo a lo establecido en el apartado 3 del 
artículo 24 del Reglamento (UE) 241/2021 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de 
febrero de 2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia.» 
En todo caso, tendrán la condición de órgano responsable a nivel de Componente aquellos que 
consten así categorizados respecto de los hitos y objetivos contenidos en el CID, y asumen la 
obligación a efectos de la formalización del Informe de Gestión del Componente, así como el 
cumplimiento de todos los requerimientos establecidos que derivan de la normativa aplicable, no 
siendo posible la delegación de firma a ninguna entidad pública o privada, con o sin 
personalidad jurídica. 
 
14.- DISPOSICIONES 
 
Disposición transitoria única. Suministro de información de periodos anteriores a la entrada 
en vigor de la Orden, en relación con la «Base de Datos de los beneficiarios de las ayudas, de 
contratistas y subcontratistas». 
 
A efectos del cumplimiento del mandato establecido en la letra d) del apartado 2 del artículo 22 
del Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 
2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, la recopilación de 
los datos necesarios para elaborar la «Base de Datos de los beneficiarios de las ayudas, de 
contratistas y subcontratistas», en relación con los años 2020 y 2021, los órganos responsables 
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y gestores aportarán la información sobre perceptores de ayudas, contratistas y subcontratistas, 
que hayan devengado compensaciones económicas en los años citados, por actuaciones 
desarrolladas en el marco del PRTR, con el formato y procedimiento que defina la Oficina de 
Informática Presupuestaria de la Intervención General de la Administración del Estado. 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en esta 
Orden. 
Disposición final primera. Título competencial. 
Esta Orden se aprueba al amparo de lo dispuesto en los apartados 13.ª, 14.ª y 18.ª del artículo 
149.1 de la Constitución Española, que atribuyen al Estado, respectivamente, la competencia en 
materia de bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica, Hacienda 
general y Deuda del Estado y las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas. 
Disposición final segunda. Habilitación normativa. 
Se habilita a la persona titular de la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos y de la 
Secretaría General de Fondos Europeos, en el ámbito de sus competencias, para dictar las 
resoluciones y adoptar medidas necesarias para el desarrollo y ejecución de lo establecido en 
esta Orden. 
Disposición final tercera. Entrada en vigor. 
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado». 
 
15. GUÍA DE ANEXOS 
 
ANEXO I Glosario de términos 
ANEXO II Test de autoevaluación y riesgo 
ANEXO II.A Objetivos y procedimiento 
ANEXO II.B.1 Test aspectos esenciales 
ANEXO II.B.2 Test control de gestión 
ANEXO II.B.3 Test hitos y objetivos 
ANEXO II.B.4 Test daños medioambientales 
ANEXO II.B.5 Test conflicto de interés, prevención del fraude y la corrupción 
ANEXO II.B.6 Test compatibilidad régimen de ayudas de estado y evitar doble financiación 
ANEXO III Referencias principios y criterios de gestión 
ANEXO III.A Referencia gestión de hitos y objetivos 
ANEXO III.B Referencia análisis de riesgo sobre impactos medioambientales no deseados 
(DNSH) 
ANEXO III.C Referencia medidas de prevención, detección y corrección del fraude, corrupción y 
conflicto de intereses 
ANEXO III.D Ayudas de Estado y doble financiación 
ANEXO IV Modelos de declaración 
 
7. ORDEN HFP/1031/2021, DE 29 DE SEPTIEMBRE, POR LA QUE SE ESTABLECE 
EL PROCEDIMIENTO Y FORMATO DE LA INFORMACIÓN A PROPORCIONAR POR 
LAS ENTIDADES DEL SECTOR PÚBLICO ESTATAL, AUTONÓMICO Y LOCAL 
PARA EL SEGUIMIENTO DEL CUMPLIMIENTO DE HITOS Y OBJETIVOS Y DE 
EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA Y CONTABLE DE LAS MEDIDAS DE LOS 
COMPONENTES DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y 
RESILIENCIA. 
 
Publicada la Orden HFP/1031/2021, de 29 de septiembre, en el BOE número 234, de 30 de 
septiembre, entró en vigor  el 1 de octubre, por la que se establece el procedimiento y formato 
de la información a proporcionar por las Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y 
Local para el seguimiento del cumplimiento de hitos y objetivos y de ejecución presupuestaria y 
contable de las medidas de los componentes del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia. 

 
A través de esta orden ministerial se pretende establecer el procedimiento y formato de la 
información a remitir por las entidades públicas decisoras y ejecutoras de los proyectos 
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o líneas de acción correspondientes a medidas financiables con fondos del Instrumento 
Europeo de Recuperación. 
 
El Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes 
para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia en el apartado 2 del artículo 46, establece que las 
entidades del sector público estatal, autonómico y local, tanto aquellas con presupuesto 
limitativo como las que operen con presupuesto estimativo, deberán remitir periódicamente, 
con la periodicidad, procedimiento y formato, y con referencia a las fechas contables que 
establezca la Autoridad nacional responsable del correspondiente programa o mecanismo 
comunitario, información sobre el seguimiento de la ejecución contable de los gastos 
imputados a medidas, proyectos o iniciativas del Plan de Recuperación, Transformación 
y Resiliencia (PRTR), con la debida identificación de dichos proyectos o iniciativas y de la 
entidad u organismo a que correspondan. 
 
Asimismo, el apartado 6 de este mismo artículo se refiere al desarrollo de las adaptaciones 
adicionales que resultaran necesarias para el adecuado seguimiento de la ejecución de los 
proyectos conforme a la regulación europea de los fondos. 
 
Se diseña un sistema de información de gestión y seguimiento, en el que los órganos de las 
administraciones estatal, autonómica y local, con responsabilidades de ejecución, tendrán una 
herramienta para el seguimiento de las medidas y proyectos que tienen encomendados y para la 
elaboración de los Informes de gestión que, semestralmente, constituirán la referencia necesaria 
para el ejercicio de la función de control y, en última instancia, acreditar el grado de ejecución de 
los componentes. 
 
La disponibilidad de referencias normativas comunes en los ámbitos Presupuestario, 
Administrativo, de Contratación y de Subvenciones, garantizan la aplicación de criterios 
homogéneos y por lo tanto la calidad de la información del resultado de la gestión de las 
Reformas e Inversiones que se prevén en el Plan, en los términos requeridos en cuanto al 
cumplimiento de hitos y objetivos, volumen de recursos aplicados para su consecución, así 
como la contribución a la transición energética, la digitalización y el avance en la economía 
circular. 
 
Conforme a lo previsto en el artículo 125.3 de Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, le corresponde a la IGAE, a través de la Intervención General de la Seguridad 
Social, el desarrollo de las acciones necesarias para el adecuado cumplimiento de los 
requerimientos de seguimiento de la información de la ejecución contable de todas las 
operaciones del ejercicio corriente o de ejercicios posteriores que se hayan registrado por la 
entidades gestoras y servicios comunes en el sistema de información contable de la Seguridad 
Social, establecido en la sección 2.ª de esta orden». 
 
El Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia se estructura en treinta 
Componentes, dedicados a distintos ámbitos de la economía. En cada uno de los Componentes 
se prevé un conjunto de medidas (reformas o inversiones), que permitirán conseguir los efectos 
transformadores que se pretenden con el Plan. Para cada una de dichas reformas e inversiones 
quedan definidos los correspondientes hitos y objetivos a alcanzar, así como los indicadores que 
permitan verificar su cumplimiento. 
 
Las mencionadas reformas e inversiones se ejecutarán a través de los correspondientes 
proyectos o líneas de acción, que conllevarán la aplicación de recursos presupuestarios. 
 
En tanto el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia se ha configurado como un 
instrumento en el que los pagos por parte de la Comisión se realizarán por el cumplimiento de 
hitos y objetivos, es preciso que, además de la información contable sobre los gastos en que se 
incurra en la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, se disponga de 
la oportuna información sobre el avance de los indicadores, que determina el 
cumplimiento de los correspondientes hitos y objetivos. 
Esta norma se compone de preámbulo, diez artículos, dos disposiciones adicionales, cuatro 
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disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales; y un anexo 
relativo al formato orientativo de la información de ejecución contable a remitir. 
 
1.- OBJETO 
 
Esta orden regula el procedimiento, formato y periodicidad de la información de 
seguimiento del logro de los hitos y objetivos y de la ejecución contable de los gastos 
incurridos en el desarrollo de los proyectos, subproyectos o las líneas de acción de las 
medidas que conforman los componentes financiables con fondos del Mecanismo de 
Recuperación y Resiliencia, a remitir por las entidades públicas responsables de dicha 
ejecución. 
 
2.- ÁMBITO DE APLICACIÓN 
 
Todas las entidades del sector público estatal, incluidas las entidades gestoras y servicios 
comunes de la Seguridad Social, autonómico y local, que gestionen o ejecuten proyectos, 
subproyectos o líneas de acción de dicho Plan estarán obligadas a la remisión de 
información sobre el seguimiento del grado de avance de los hitos y objetivos y la 
ejecución contable de los gastos imputados a proyectos o líneas de acción del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia. 
 
La información de ejecución contable de los gastos imputados a proyectos o líneas de acción de 
la Ayuda a la Recuperación para la Cohesión y los Territorios de Europa (REACT-EU) se 
entenderá aportada a través del fondo o fondos europeos a través de los que se canalice esta 
ayuda, por lo que la información correspondiente a este ámbito se remitirá mediante el 
procedimiento seguido hasta el momento, diferente del regulado en esta orden. 
 
3.- DEFINICIONES 
 
a) Componente: Cada una de las treinta divisiones en las que se estructura el Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, dedicada a un ámbito de la economía y que 
pretende conseguir, a través de un conjunto coherente de medidas (reformas e inversiones 
conexas), efectos transformadores en los respectivos ámbitos. 
 
b) Medida: Cada una de las reformas conjunto de reformas e inversiones conexas incluidas en 
un determinado Componente y que permiten alcanzar los efectos transformadores pretendidos 
en el ámbito del correspondiente componente, de acuerdo con el Reglamento (UE) 241/2021, 
de 12 de febrero. 
 
c) Proyecto: Conjunto de acciones, recursos y medios bajo la dirección de un único 
responsable (entidad ejecutora), que se crea para conseguir, en un plazo determinado de 
tiempo, la finalidad o resultados para los que se han definido las Medidas del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia. 
 
d) Subproyecto: Descomposición de parte de un proyecto o de otro subproyecto cuando para 
su ejecución interviene más de una Entidad ejecutora. La descomposición en Subproyectos 
lleva asociada la transferencia de recursos económicos y el compromiso de cumplimiento de 
hitos y objetivos a la Entidad ejecutora responsable del subproyecto. 
 
e) Línea de acción: Término con el que se designa de una forma genérica los tres niveles de 
descomposición de un proyecto o subproyecto para su planificación, gestión y seguimiento 
(actuaciones, actividades y tareas). 
 
f) Actuación: Primer nivel de descomposición de un proyecto o de un subproyecto para su 
gestión y seguimiento. Siempre que se incurra en gastos y en aquellos casos en que se vaya a 
tramitar un instrumento jurídico con el que se transfieran recursos económicos, se requiere que 
se defina una actuación. 
 
g) Hitos y objetivos: Metas a alcanzar en momentos determinados del tiempo, que permiten 
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verificar que las medidas, proyectos, subproyectos o líneas de acción logran la finalidad o los 
resultados para los que se definieron. Para cumplir su función, los hitos y objetivos tienen 
asociados indicadores (cualitativos o cuantitativos) que miden su progreso y determinan su 
cumplimiento. 
 
h) Indicadores: Medidores del progreso o avance a través de los cuales se determina el grado 
de cumplimiento de los hitos y objetivos. 
 
i) Autoridad Responsable («Coordinador»): Es la Secretaría General de Fondos Europeos 
del Ministerio de Hacienda y Función Pública, con las funciones que se indican en el artículo 20 
del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre. 
 
j) Entidad decisora: Entidad con dotación presupuestaria en el Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, a la que le corresponde la responsabilidad de la planificación y 
seguimiento de las Reformas e Inversiones, así como del cumplimiento de los hitos y objetivos 
de acuerdo con el CID. Las entidades decisoras son los departamentos ministeriales, 
responsables de Componentes. Para un mismo componente, se establecen tantas Entidades 
decisoras como departamentos ministeriales responsables existan. 
 
k) Entidad ejecutora: Entidad a la que le corresponde, en el ámbito de sus competencias, la 
ejecución de los Proyectos o Subproyectos de las correspondientes Reformas e Inversiones, 
bajo los criterios y directrices de la entidad decisora conforme al CID. Las Entidades ejecutoras 
de Proyectos son los departamentos ministeriales y entidades de la Administración General del 
Estado (AGE) y en el caso de subproyectos son departamentos ministeriales, entidades de la 
AGE, de las Administraciones Autonómica y Local y otros participantes del sector público. 
 
l) Órgano responsable: Órgano que en el ámbito de la entidad decisora es responsable de la 
elaboración, firma y tramitación del Informe de Gestión de la Medida o del Informe de Gestión 
del Componente. Para los Informes de Gestión a nivel Componente esta función será asumida 
por la persona titular de la Subsecretaría. 
 
m) Órgano gestor: Órgano que en el ámbito de la entidad ejecutora es responsable de la 
elaboración, firma y tramitación del Informe de Gestión del Proyecto o Subproyecto. En los 
casos en los que exista coste asociado, en el ámbito de los departamentos ministeriales y 
entidades de la AGE, el Órgano gestor será la unidad que tiene el presupuesto asignado; en el 
ámbito de las Administraciones Autonómica, el titular del órgano que desempeñe funciones 
análogas a las de Subsecretario en la correspondiente Consejería o equivalente. En el caso de 
las Entidades Locales y resto de participantes, el Secretario o cargo que desempeñe funciones 
análogas certificará el resultado que recoja el informe de gestión conforme a la documentación 
administrativa y contable relativa al subproyecto ejecutado por las correspondientes áreas o 
concejalías de la entidad local. 
 
n) Informe de Gestión: Documento elaborado y firmado, según sea el ámbito, por el órgano 
gestor de una entidad ejecutora para el proyecto o el subproyecto o por el órgano responsable 
de la medida o el órgano responsable del componente de una entidad decisora por el que el 
firmante se hace responsable de la información que consta en el mismo en relación con la 
ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. Dicho documento acredita el 
estado de situación en cada ámbito (Componente, medida, proyecto o subproyecto) en relación 
con los correspondientes Hitos y Objetivos y con el resto de requerimientos del Reglamento de 
Recuperación y Resiliencia, así como de la información contable sobre el gasto en que se ha 
incurrido. 
 
4.- SEGUIMIENTO DE PROYECTOS, SUBPROYECTOS O LÍNEAS DE ACCIÓN ( Artículo 4) 
 
1. Las entidades ejecutoras de las acciones del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia definirán, en coordinación con las entidades decisoras, los proyectos o líneas de 
acción a través de los que se desarrollarán e instrumentarán las reformas o inversiones en la 
parte que corresponda a cada entidad ejecutora. 
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2. Los proyectos, subproyectos o líneas de acción del ámbito indicado en el apartado 1 del 
artículo 2 estarán caracterizados, al menos, por: 

a) Componente al que pertenecen. 
b) Reforma o inversión en la que se encuadra. 
c) Entidad decisora. 
d) Entidad ejecutora. 
e) Órgano gestor del proyecto o del subproyecto. 
f) El código identificativo único del proyecto, subproyecto o línea de acción asignado por 
el sistema de información de gestión y seguimiento. 
g) La fuente o fuentes de financiación. 
h) Los hitos u objetivos que determinan el cumplimiento del proyecto o línea de acción. 
i) Los indicadores conforme con el mecanismo de verificación definido en el CID, a través 
de los que se mide el grado de cumplimiento de los hitos u objetivos y el modo en que cada 
uno de esos indicadores contribuye a un indicador de la medida en la que se integra. La 
aportación de la medición del indicador a efectos del seguimiento del nivel de cumplimiento 
de los hitos u objetivos se efectuará al último nivel de descomposición de cada proyecto. 
j) Las partidas presupuestarias de la entidad ejecutora a través de las que se financia el 
proyecto, subproyecto o actuación. 
k) Una descripción breve de la finalidad que se pretende alcanzar con el proyecto, 
subproyecto o línea de acción. 
l) Las fechas de inicio y finalización. 
m) Coste estimado. 
n) Otra información relevante del proyecto, subproyecto o línea de acción. 

3. Las Entidades ejecutoras actualizarán la información sobre los proyectos, subproyectos o/y 
líneas de acción de forma continua y permanente a través del sistema de información de gestión 
y seguimiento del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de acuerdo con los 
criterios establecidos por la Autoridad Responsable. Igualmente, deberán disponer de los 
sistemas de control interno que garanticen la validez y fiabilidad de los datos facilitados y su 
trazabilidad. 
 
5.- CONTENIDO DE LA INFORMACIÓN DE EJECUCIÓN CONTABLE (Artículo 5) 
 
El contenido a remitir sobre el seguimiento de la ejecución contable de los recursos imputados a 
los proyectos, subproyectos y actuaciones que conforman las diferentes medidas del ámbito 
indicado en el apartado 1 del artículo 2 comprenderá: 

1. Para las entidades con presupuesto limitativo, todas las operaciones contables del 
ejercicio corriente y de ejercicios posteriores que se hayan registrado en el sistema de 
información contable que afecten a dichos proyectos, subproyectos y actuaciones, a partir 
del ejercicio 2020, desde 1 de febrero. 
2. Para las entidades con presupuesto estimativo, todas las operaciones devengadas 
registradas en contabilidad y los compromisos para ejercicios posteriores que afecten a 
dichos proyectos, subproyectos y actuaciones, a partir del ejercicio 2020, desde 1 de 
febrero. 

 
En ambos casos con el detalle que se establece a continuación, bajo las especificaciones que 
se indican al referirse al formato de la información a remitir: 

a) Identificación de la Administración y de la entidad pública ejecutora. 
b) Para las entidades con presupuesto limitativo: ejercicio contable y fase de la operación 
contable; y para las entidades con presupuesto estimativo: ejercicio contable en el que se 
devenga el gasto. 
c) Número de operación con el que se haya asentado en el sistema de información 
contable, importe íntegro de la operación y fecha contable. 
d) Identificación del tercero de la operación contable. 
e) Para las entidades con presupuesto limitativo: detalle del importe de la operación por 
capítulos y, en caso de que se trate de una operación que comprenda ejercicios 
posteriores, por anualidades; y para las entidades con presupuesto estimativo: Detalle del 
importe de la operación por tipo de gasto o inversión de acuerdo con el Plan de 
Contabilidad aplicable y, en el caso de compromisos para ejercicios posteriores, por 
anualidades conforme a la previsión de los devengos. 
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f) Identificación de la actuación del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, 
en el marco del CID, a la que la operación contribuye. La vinculación de la operación 
contable con el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia se establecerá a nivel 
de actuación. 
g) Para los proyectos y subproyectos financiados en el marco del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, identificación de la convocatoria de la Base de Datos 
Nacional de Subvenciones (BDNS) o del contrato en la Plataforma de Contratación del 
Sector Público (PLACSP), en los términos indicados en el anexo de esta orden. 
h) Identificación de otras fuentes de financiación ajenas al Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia con el detalle del importe por cada una de ellas. 

 
6.- PROCEDIMIENTO Y FORMATO DE ENVÍO DE INFORMACIÓN CONTABLE (Artículo 6) 
 
El sistema de información de gestión y seguimiento del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia facilitará a las entidades públicas ejecutoras dos vías para incorporar la información 
de seguimiento de la ejecución contable de los gastos imputados a los proyectos, subproyectos 
y actuaciones del artículo 5. 

 podrán aportar la información mediante la carga de uno o varios ficheros ajustados al 
formato establecido en el anexo I por los medios informáticos que al efecto habilite la 
IGAE en el propio sistema de información de gestión y seguimiento del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia. 

 podrán utilizar alternativamente los servicios electrónicos que proporcione al efecto la 
IGAE para la remisión de esta información desde el respectivo sistema de información 
contable o sistema de información financiero de la entidad ejecutora. 

Tanto el formato del archivo del apartado 2 como las especificaciones de los servicios 
electrónicos a que se refiere este artículo se publicarán en los sitios web de la Secretaría 
General de Fondos Europeos y de la Intervención General de la Administración del Estado. 
 
7.- FECHAS DE REFERENCIA PARA EL ENVÍO DE LA INFORMACIÓN DE EJECUCIÓN 
CONTABLE (Artículo 7) 
 

 Cuando se utilice la vía de la aportación de fichero, la información comprenderá las 
operaciones contables registradas en el periodo comprendido entre el día 1 y el último 
día de cada mes natural sobre gastos imputados a los proyectos, subproyectos y 
actuaciones objeto de esta orden, y será remitida antes del día 10 del mes siguiente. 
Excepcionalmente, y previa autorización por la Secretaría General de Fondos Europeos, 
se podrá remitir información con referencias a otros períodos. 

 Cuando se utilice la vía a través de servicios electrónicos, cada operación se remitirá 
puntualmente tan pronto como sea anotada en el sistema contable o financiero o en 
cuanto los medios electrónicos lo permitan. 

 
8.- INCORPORACIÓN AL SISTEMA DE INFORMACIÓN DE GESTIÓN Y SEGUIMIENTO E 
INFORME DE GESTIÓN (Artículo 8) 
 
1. Las entidades ejecutoras de los proyectos, subproyectos o líneas de acción deberán 
mantener permanentemente actualizada en el sistema informático la información relativa al 
cumplimiento de los hitos y objetivos que les corresponda, proporcionando información del 
progreso en los indicadores asociados a los mismos, así como al resto de exigencias contenidas 
en el Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 
2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, incorporando la 
documentación justificativa pertinente, atendiendo a los requerimientos de las disposiciones 
operativas o a las que se reflejen en el sistema de información, en su caso, de manera que la 
entidad decisora pueda realizar el seguimiento, en tiempo real, de la medida de que es 
responsable, tanto en términos del grado de avance en la consecución de los hitos y objetivos 
como del cumplimiento del resto de exigencias. Esa actualización continua hará posible 
asimismo el seguimiento de la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y 
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Resiliencia por parte de la Secretaría General de Fondos Europeos del Ministerio de Hacienda y 
Función Pública. 
 
2. A fin de facilitar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el apartado anterior, la 
Oficina de Informática Presupuestaria de la Intervención General de la Administración del 
Estado proporcionará los servicios electrónicos necesarios para la remisión de esta información 
desde el respectivo sistema de gestión de la entidad ejecutora. El formato de la información a 
remitir se ajustará a las especificaciones que se publicarán en los sitios web de la Secretaría 
General de Fondos Europeos y de la Intervención General de la Administración del Estado. 
 
3. A partir de la información contenida en el sistema, cada entidad ejecutora deberá elaborar el 
correspondiente Informe de gestión, con la estructura, formato y periodicidad requeridos a 
efectos del sistema de información de gestión y seguimiento. Cada departamento ministerial que 
actúe como entidad decisora deberá confeccionar, a su vez, un Informe de Gestión relativo al 
Componente o a la parte del Componente del que sea responsable, mediante la integración de 
la información contenida en los informes de gestión de las entidades ejecutoras. Los informes de 
gestión serán firmados por los responsables de los distintos órganos conforme al ámbito de 
competencias que tengan atribuido. 
 
El Informe de Gestión de cada Componente se elaborará con periodicidad semestral por el 
Ministerio Responsable y con referencia a las fechas 30 de junio y 31 de diciembre. Se generará 
automáticamente en el sistema de información de gestión y seguimiento a partir de la 
información en él contenida y deberá ser formalizado en el mismo dentro de los cuarenta y cinco 
días siguientes a las fechas referidas anteriormente. Por su parte, las entidades ejecutoras, 
deberán formalizar su respectivo Informe de Gestión antes del 20 de julio y del 20 de enero de 
cada año. 
 
9.- INFORMACIÓN DE PREVISIÓN PRESUPUESTARIA (Artículo 9) 
  
Las entidades decisoras y ejecutoras deberán suministrar la programación de recursos, 
conforme a la distribución temporal de cumplimiento de hitos y objetivos del PRTR, así como la 
previsión presupuestaria para todo el período temporal de dicho Plan necesaria para la 
ejecución de las medidas en que participen. A estos efectos, el sistema habilitará los campos 
para recoger tales previsiones desde 2020 hasta 2026. 
 
10.- INFORMACIÓN SOBRE PERCEPTORES FINALES DE FONDOS: BENEFICIARIOS DE 
LAS AYUDAS, DE CONTRATISTAS Y SUBCONTRATISTAS (Artículo 10) 
 
Todas las entidades de la Administración Estatal, Autonómica y Local, en su condición de 
entidades ejecutoras del PRTR, según proceda, deberán aportar la información sobre la 
identificación del perceptor de los fondos: nombre del destinatario de los fondos, en su caso 
fecha de nacimiento, en concepto de ayudas o por la condición de contratista y subcontratista, 
tal como se define el titular real en el punto 6 del artículo 3 de la Directiva (UE) 2015/849 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, en los términos en los que se determine por el Ministerio de 
Hacienda y Función Pública, con la finalidad de dar cumplimiento a la exigencia del artículo 
22.d) del Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero 
de 2021. 
 
11.- DISPOSICIONES ADICIONALES 
 
Disposición adicional primera. Habilitación para cambios técnicos operativos en la 
configuración del servicio electrónico. 
 
La Secretaría General de Fondos Europeos y la Intervención General de la Administración del 
Estado podrán modificar las especificaciones técnicas del procedimiento, formato y de los 
servicios electrónicos establecidos en esta orden, en particular en sus anexos, cuando resulte 
necesario para el adecuado seguimiento de los proyectos, subproyectos o líneas de acción del 
Plan de Transformación Recuperación y Resiliencia, mediante la actualización de su publicación 
en los sitios web de la Secretaría General de Fondos Europeos y de la Intervención General de 
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la Administración del Estado, con tres meses de antelación a la fecha de efectos del cambio 
técnico operativo en la configuración del servicio electrónico. 
 
Disposición adicional segunda. Control de la información. 
En tanto la remisión de la información contenida en esta orden es imprescindible para la 
elaboración de las correspondientes solicitudes de pago por parte de la Autoridad Responsable 
del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, el control del adecuado cumplimiento de las 
obligaciones de suministro de la información establecidas en esta orden se llevará a cabo 
aplicando lo previsto en el artículo 37 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el 
que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la 
ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 
 
Disposición adicional tercera. Entidades ejecutoras de la Seguridad Social. 
En el caso de las entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 46.7 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de 
diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración 
Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, las 
entidades ejecutoras a que se refiere el artículo 3 de la orden en lo relativo a la sección 1.ª y 3.ª 
de la misma, serán las propias entidades afectadas de la Seguridad Social. Dichas entidades 
serán las encargadas de la planificación y seguimiento de las Reformas e Inversiones, así como 
del cumplimiento de los hitos y objetivos de las mismas. 
 
Disposición transitoria primera. Información de ejecución contable. 
Las entidades ejecutoras responsables de cada Componente dispondrán hasta el 30 de 
noviembre de 2021 para remitir la información requerida en la sección 2.ª de esta orden en 
relación con el período transcurrido entre el 1 de febrero de 2020 y el último día del mes en que 
se publique esta orden en el BOE. 
a) Para el período 1 de febrero a 31 de diciembre de 2020, la Oficina de Informática 
Presupuestaria concretará el procedimiento y formato de la información contable a remitir 
relativa a los Componentes que hayan tenido ejecución en ese período. 
b) Para el período 1 de enero de 2021 al último día del mes en que se publique esta orden en 
el BOE, las entidades ejecutoras aportarán la información según lo dispuesto en esta orden. 
 
Disposición transitoria segunda. Información de seguimiento de hitos y objetivos. 
La información relativa al cumplimiento de los hitos y objetivos y resto de requerimientos del 
Mecanismo de Recuperación y Resiliencia a que se refiere la sección 3.ª cuyo cumplimiento 
estuviera previsto en el período comprendido entre el 1 de febrero de 2020 y el 30 de junio de 
2021 y a incluir en la primera solicitud de pago, se contendrá en los informes de gestión que 
deberán emitirse en el menor plazo posible desde la entrada en vigor de la presente orden. 
 
Disposición transitoria tercera. Servicios electrónicos. 
1. Mientras no estuviera operativa la vía de los servicios electrónicos del artículo 6.3 se 
utilizará en todo caso la prevista en el artículo 6.2. 
2. De forma similar, mientras no estuviera operativa la vía de los servicios electrónicos del 
artículo 8.2 se podrá utilizar un procedimiento de carga basado en archivos. 
3. En caso de ser necesario, se habilitarán los sistemas de suministro de información 
alternativos que permitan cumplir con los requerimientos de la Comisión Europea en relación 
con la gestión, seguimiento y control del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 
 
Disposición transitoria cuarta. Informe de Gestión. 
En el ejercicio 2021 la formalización del Informe de Gestión en el sistema de información de 
gestión y seguimiento, a la que se refiere el artículo 8, se podrá sustituir por la carga de dicho 
Informe de Gestión en el sistema. 
 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en esta 
orden. 
 
Disposición final primera. Título competencial. 
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Esta orden se aprueba al amparo de lo dispuesto en los apartados 13.ª, 14.ª y 18.ª del artículo 
149.1 de la Constitución Española, que atribuyen al Estado, respectivamente, la competencia en 
materia de bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica, Hacienda 
general y Deuda del Estado y las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas. 
 
Disposición final segunda. Habilitación normativa. 
1. Se habilita a las personas titulares de la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos y 
de la Intervención General de la Administración del Estado, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, para dictar las resoluciones y adoptar medidas necesarias para el desarrollo y 
ejecución de lo establecido en esta orden. 
2. En particular se habilita la persona titular de la Secretaría General de Fondos Europeos para 
dictar las instrucciones necesarias relativas a la elaboración del Informe de Gestión por las 
entidades ejecutoras y ministerios responsables de las distintas medidas, entre ellas las 
referentes a su estructura, formato y periodicidad. 
Disposición final tercera. Entrada en vigor. 
La presente orden ministerial entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado». 
 
12.- ANEXO 
 
ANEXO I Formato orientativo de la información de ejecución contable a remitir. 
 
 
Un cordial saludo, 
 
Ana Silvestre Navarro 
Juan Manuel Pérez Mira 
Enrique Bueso Guirao 
Jesús Bellido Sánchez 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 


